2017-00205-00

Carlos Mario Aswe Sánchez Vs Sanidad del Ejército Nacional y otros. Rad. 66001-22-05-005-2018-00325-00


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado ponente que sirvió de base para proferir en audiencia la sentencia de segunda instancia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría.

Providencia:                               Sentencia del 28 de agosto de 2018
Radicación Nro. :

66001-31-05-005-2018-00325-01
Accionante:
Carlos Mario Aswe Sánchez representado por la señora María Mónica Sánchez Hurtado 
Accionados:
Sanidad del Ejército Nacional y la Institución Educativa José María Ormaza 
Proceso:
Acción de Tutela 

Magistrado Ponente:

Julio César Salazar Muñoz

TEMAS:    



DERECHO A LA EDUCACIÓN/  CON ENFOQUE DIFERENCIAL /  PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA/  RESTABLECIMIENTO DE LA JORNADA ESCOLAR COMPLETA/ MEDIDA  NECESARIA PARA EL ACCIONANTE POR SU COMPORTAMIENTO AGRESIVO Y EL BIENESTAR Y SEGURIDAD DE LOS DEMÁS ESTUDIANTES QUE INTEGRAN LA INSTITUCIÓN EDUCATIVA / ATENCIÓN  INTEGRAL POR PARTE DEL DISPENSARIO MÉDICO 3029 DEL BATALLÓN DE ARTILLERÍA NO 8 “BATALLA DE SAN MATEO/ ADICIONA – MODIFICA.
Con todo lo anterior, al margen del querer de la madre del accionante que pretende que se regularice su jornada escolar y de la percepción del Juzgado de conocimiento que sin miramiento alguno impartió dicha orden soportado en la garantía a la educación que tienen todas las personas sin restricción alguna, es del caso señalar que el acceso a la educación no le ha sido negado al estudiante, por el contrario, la Institución ha buscado mecanismos alternativos de enseñanza tendientes a que permanezca en el sistema escolar, a pesar de la falta de atención médica y la interrupción del tratamiento que requiere para mantener niveles aceptables de comportamiento.

(…)

Por otro lado, analizando la medida desde la afectación del bien común, la misma resultaba necesaria, ya que el estudiante viene presentando un comportamiento demasiado agresivo, tal como lo indica el reporte de situación actitudinal donde se relaciona que “Se comporta agresivo en las actividades deportivas, culturales académicas y sociales” y “Participa activamente en pelitos, peleas o escándalos por fuera de la Institución” –fl 29- y en el acta de fecha 20 de abril de 2018, en la que el alumno se comprometió a “volver a pelear no molestar en clase” (sic) –fl 28, por lo que es deber de la Institución Educativa no sólo garantizar el acceso a la educación del menor, sino también el bienestar y seguridad de los demás estudiantes que comparten los mismos escenarios de formación al interior del plantel.

(…)
Es por lo anterior que atendiendo que debe primar el bien común, materializado en el bienestar y la seguridad de los alumnos del Colegio Jesús María Ormaza, se dispondrá que el restablecimiento de la jornada completa al menor Carlos Mario Aswe Sánchez por parte de esa institución, se produzca una vez se inicie el tratamiento psiquiátrico que requiere e inicie la ingesta de la medicación que le sea prescrita, si es del caso.  En ese sentido, el ordinal tercero de la sentencia recurrida será modificado.

Así mismo, a pesar de no haber sido objeto de discusión, en aras de garantizar el derecho a la salud del accionante y evitar que haya de interponer nuevas acciones constitucionales, se adicionará el ordinal segundo de la misma providencia, para hacer extensiva la orden de atención al tratamiento integral que la patología “Trastorno Déficit de Atención e Hiperactividad y Trastorno de Conducta –TDAH-” requiera y para dirigir la misma al Capitán Danny Vicente Reyes Murcia, Director del Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo”
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintiocho de agosto de dos mil dieciocho
Acta N° 0     de 28 de agosto de 2018
Procede la Sala Laboral No 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a resolver la impugnación formulada por la Institución Educativa Jesús María Ormaza de la ciudad de Pereira, contra la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el día 12 de julio de 2018 en la acción de tutela que le promueve la señora MARÍA MÓNICA SÁNCHEZ HURTADO en representación del menor CARLOS MARIO ASWE SÁNCHEZ y donde funge también como accionada SANIDAD DEL EJÉCITO NACIONAL- DISPENSARIO MÉDICO 3029 DEL BATALLÓN DE ARTILLERÍA No 8 “BATALLA DE SAN MATEO”. 
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Informa la señora María Mónica Sánchez Hurtado que su hijo Carlos Mario Aswe Sánchez, quien en la actualidad cuenta con 13 años de edad, presenta “Trastorno de conducta”, cuya sintomatología ha sido tratada con “Acido Valproico”, pero desde el mes de enero no le es suministrado, dado que requiere valoración previa por el especialista en siquiatría infantil.

Indica que el menor es beneficiario del sistema especial de salud de las Fuerzas Militares; sin embargo, desde el 26 de enero de 2018 que fue remitido a dicha especialidad, el Dispensario Médico del Batallón de Artillería informa que no tiene convenio con la red externa para brindar los servicios que requiere su hijo.
Sostiene que debido al comportamiento del joven, en la Institución Educativa Jesús María Ormaza, donde cursa el grado sexto, le solicitaron adelantar el trámite pertinente con el fin de que sea valorado por especialista en psiquiatría infantil y le formule el medicamento que requiere, so pena de ser desescolarizado, perdiendo incluso el beneficio que recibe en la actualidad, consistente en la inclusión en el programa especial para niños con dificultades.

Considera que la omisión de la entidad encargada de brindarle los servicios médicos que requiere Carlos Mario Aswe Sánchez, vulnera sus derechos fundamentales a la salud, a la vida en condiciones dignas y a la educación, al igual que lo hace la institución educativa que condiciona el ejercicio de ésta última garantía a valoraciones y servicios que no le han sido suministrados por la entidad encargada.

Por todo lo anterior, solicita que le sean protegidos los derechos de su hijo y que como consecuencia de ello se ordene a Sanidad del Ejército Nacional, a través de la dependencia que corresponda, brindarle los servicios de salud que requiere el diagnóstico por el cual consulta y a la Institución Educativa accionada que le garantice la jornada completa de estudios, dentro del plan de atención a niños con dificultades.
TRAMITE IMPARTIDO
La acción constitucional fue admitida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el día 28 de junio de 2018, providencia en la que también se concedió a la parte accionada el término de dos (2) días para que se vinculara a la litis.
La Institución Educativa Jesús María Ormaza, luego de hacer un recuento normativo y fáctico respecto a los procesos de inclusión que adelanta en la actualidad, informó que el accionante se encuentra habilitado dentro del “Programa 3011 Especial” ciclo 23 (sexto y séptimo), al contar con necesidades Educativas Especiales –NEE-, por presentar Trastorno Déficit de Atención e Hiperactividad y Trastorno de Conducta, por lo que considera entonces que el derecho a la educación se le ha garantizado, adecuado el sistema a las dificultades que presenta.

Refiere que la jornada especial que se le ha asignado a su proceso educativo, obedece a la falta de atención médica y farmacología de su sintomatología, lo cual ha desencadenado un inadecuado comportamiento y conductas impulsivas que han llegado incluso hasta la agresión física; de estos acontecimientos tiene conocimiento su acudiente, a quien se le informó de la existencia de atención domiciliaria en caso de continuar sin atención médica y farmacológica, modelo pedagógico que resulta aplicable al estudiante Aswe Sánchez.

Conforme con lo expuesto, considera que no ha vulnerado, de manera alguna, el derecho a la educación el citado menor.
El Dispensario Médico del Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo”, al momento de tomar decisión de fondo, no había efectuado pronunciamiento alguno. 
Llegado el día del fallo, la funcionaria de primer grado, luego de analizar los hechos puestos a su consideración y la actuación de las llamada a juicio, evidenció la vulneración de los derechos fundamentales del menor Carlos Mario Aswe Sánchez, por lo que ordenó a la entidad de Sanidad que procediera a autorizar y agendar al menor con el especialista en psiquiatría infantil y a la Institución Educativa que restablezca la jornada completa de su programa educativo.

A la anterior decisión arribó la  a quo  al verificar que no existe justificación alguna para que la prestadora del servicio de salud se sustraiga de la obligación legal de brindar la atención requerida por el paciente y menos aún soportar la negativa del servicio médico con la falta de convenio, cuando quien solicita el servicio es un sujeto de especial protección.

Respecto al restablecimiento de la jornada completa en la Institución Educativa Jesús María Ormaza, sostuvo la a quo que aunque resulta justificada la medida debido a las condiciones médicas que presenta el alumno, lo cierto es que el derecho a la educación debe brindarse sin restricción alguna, debiendo estar el grupo de docentes y directivos capacitados para atender de manera adecuada las condiciones especiales del accionante.
Inconforme con la decisión la Institución Educativa la impugnó indicando que el juez constitucional desconoció lo dispuesto en la Ley Estatutaria 1618 de 2013 y el Decreto 1421 de 2017, indicando que lejos de afectar el derecho a la educación del menor involucrado ha procurado garantizarlo dentro de las especiales condiciones que presenta y hasta donde le resulta posible, ya que también deben garantizar el bienestar de los demás estudiantes, que en este caso, por hacer parte de un programa especial, también presentan dificultades en diferentes áreas.

Informan que la medida de dosificar la jornada escolar se tomó al agotar todas las estrategias pedagógicas posibles dentro del aula y al evidenciar que el menor continua sin atención médica, generando conflicto al interior del plantel, pues luego de incidentes menores, agredió físicamente a un compañero de clases, por lo que, previa a la disminución de tiempo en la Institución, se pactó con la acudiente su compromiso para procurar la atención de médica, psicológica y terapéutica del menor, necesaria para continuar con su formación académica.

Como quiera que no arrojó resultado el requerimiento anterior, la Institución tomó la decisión que correspondía, la cual, conforme lo expuesto, no puede ser calificada como caprichosa y arbitraria.
Finalmente señala, que no se opone a la regularización de la jornada escolar del menor, sino que pretende que ello se produzca una vez se estabilice su condición de salud y es en ese sentido que solicita la modificación de la orden impartida por el juzgado de primer grado.

CONSIDERACIONES
El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿La dosificación de la jornada escolar como estrategia académica para alumnos con necesidades educativas especiales, vulnera el derecho a la educación?
Con el propósito de dar solución al interrogante planteado en el caso concreto, la Sala considera pertinente hacer, de manera previa, las siguientes precisiones:

1. DERECHO A LA EDUCACIÓN

Dentro del marco constitucional, el artículo 67 consagra el derecho fundamental a la educación, siendo desde siempre, considerado por la Corte Constitución como una garantía principal de todos los habitantes del territorio, indistintamente de su edad, pues es un “derecho inherente y esencial al ser humano, el cual le dignifica, y constituye el medio a través del cual se garantiza el acceso al conocimiento, la ciencia, la técnica y los demás bienes y valores de la cultura” y se constituye en un “presupuesto básico para el ejercicio de otros derechos fundamentales”. –T-1044-10. 

En la Sentencia T-629-17, esa Alta Magistratura analizó las responsabilidades del Estado en relación con el derecho a educación, las cuales fueron descritas en la observación No 13 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Comité DESC), siendo éstas:

“(i) asegurar el funcionamiento efectivo de instituciones educativas y programas en cantidad suficiente para atender la demanda educativa –disponibilidad-; (ii) ofrecer en los centros de educación condiciones para que toda la población acceda a los servicios sin ninguna discriminación, y asegurar que en independencia de los recursos económicos y la ubicación geográfica todos los menores de edad lo logren –accesibilidad-; (iii) garantizar que, de forma y de fondo, la enseñanza, los programas y los métodos pedagógicos sean de calidad y resulten pertinentes y adecuados de conformidad con la comunidad y la cultura a la que se dirigen –aceptabilidad-; y por último (iv) velar porque el sistema educativo se ajuste a las necesidades de los educandos y de su entorno para efecto de asegurar la permanencia de aquellos en los programas de educación -adaptabilidad-. 
Como puede observarse el modelo educativo institucional no sólo debe procurar la superación de procesos académicos, sino también que esos procesos estén a disposición de todos los ciudadanos, con independencia de las condiciones físicas, económicas, sociales o de otra índole, pues tales diferencias deben generar, no la exclusión del sistema, sino la concreción de una serie de condiciones favorables y acciones afirmativa en pro de los menos favorecidos por cualquier circunstancia . En esa misma providencia, al respecto dijo la Corte:

 “Bajo este enfoque los retos de la educación para población en condición de discapacidad no solo aluden al acceso de las personas al sistema educativo, sino que dada la potencia del sistema educativo para el fomento de la democracia y de la vida en sociedad a partir del reconocimiento y el respeto de la diferencia, implica la previsión de mecanismo que aseguren las cuatro dimensiones del derecho al educación para todos los estudiantes en forma diferencial y ajustada a las necesidades particulares. Éstas son retos sociales que, históricamente inadvertidos, ahora deben ser asumidos por la administración y las autoridades educativas, con el fin de crear desde el sistema social una sociedad inclusiva y plural, que se beneficie de los aportes de todos sus ciudadanos sin privilegiar algún tipo de capacidad en relación con otras”. 
2. LA EDUCACIÓN CON ENFOQUE DIFERENCIAL
La producción normativa en materia de Educación ha buscado la cobertura plena de toda la población, la cual se ha venido planeando de manera gradual, pensándose como una garantía fundamental y buscando como principal objetivo asegurar su universalidad, por lo que con ese fin, se ha legislado buscando eliminar obstáculos y barreras que impidan el acceso a las aulas de clase o que lleven a la exclusión del sistema educativo, interrumpiendo los proceso de formación. 
Es así que mediante el Decreto 1075 de 2015 el ejecutivo, estableció la reglamentación del sector Educación en el que se destina un capítulo para los servicios educativos especiales, en el que se establece parámetros para la protección del derecho de personas con “limitaciones” o con capacidades o talentos excepcionales. 

El Capítulo 5 del decreto se ocupa de los servicios educativos especiales. Señala que las instituciones que atienden niños con “limitaciones o con capacidades o talentos excepcionales” deben hacer las adecuaciones curriculares, organizativas y pedagógicas necesarias
. La evaluación de su rendimiento escolar tendrá en cuenta las características de los educandos
 y establece cláusulas para la contratación de los apoyos pedagógicos, planes para ampliación de la cobertura y organización de la oferta. También, establece los criterios de conformación del Banco de Oferentes para contratar con el Estado el servicio de educación
. 

Ahora, en el Decreto 1421 de 2017, define la educación inclusiva como “un proceso permanente que reconoce, valora y responde de manera pertinente a la diversidad de características, intereses, posibilidades y expectativas de los niñas, niños, adolescentes, jóvenes y adultos, cuyo objetivo es promover su desarrollo, aprendizaje y participación, con pares de su misma edad, en un ambiente de aprendizaje común, sin discriminación o exclusión alguna, y que garantiza, en el marco de los derechos humanos, los apoyos y los ajustes razonables requeridos en su proceso educativo, a través de prácticas, políticas y culturas que eliminan las barreras existentes en el entorno educativo.”

La misma disposición, en el artículo 2.3.3.5.1.4. comprende definiciones como:

“2. Acceso a la educación para las personas con discapacidad: proceso que comprende las diferentes estrategias que el servicio educativo debe realizar para garantizar el ingreso al sistema educativo de todas las personas con discapacidad, en condiciones de accesibilidad, adaptabilidad, flexibilidad y equidad con los demás estudiantes y sin discriminación alguna.
(…)

4. Ajustes razonables: son las acciones, adaptaciones, estrategias, apoyos, recursos o modificaciones necesarias y adecuadas del sistema educativo y la gestión escolar, basadas en necesidades específicas de cada estudiante, que persisten a pesar de que se incorpore el Diseño Universal de los Aprendizajes, y que se ponen en marcha tras una rigurosa evaluación de las características del estudiante con discapacidad. A través de estas se garantiza que estos estudiantes puedan desenvolverse con la máxima autonomía en los entornos en los que se encuentran, y así poder garantizar su desarrollo, aprendizaje y participación, para la equiparación de oportunidades y la garantía efectiva de los derechos. Los ajustes razonables pueden ser materiales e inmateriales y su realización no depende de un diagnóstico médico de deficiencia, sino de las barreras visibles e invisibles que se puedan presentar e impedir un pleno goce del derecho a la educación. Son razonables cuando resultan pertinentes, eficaces, facilitan la participación, generan satisfacción y eliminan la exclusión. 

5. Currículo flexible: es aquel que mantiene los mismos objetivos generales para todos los estudiantes, pero da diferentes oportunidades de acceder a ellos, es decir, organiza su enseñanza desde la diversidad social, cultural, de estilos de aprendizaje de sus estudiantes, tratando de dar a todos la oportunidad de aprender y participar.”
2. DERECHO A LA IGUALDAD

La jurisprudencia constitucional ha establecido que el principio de igualdad constitucional, consagrado de manera expresa en el artículo 13 de la Carta, impone la obligación a todas las autoridades del Estado de proteger y suministrar el mismo trato a las personas sin distingo de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica; sin embargo, el ejercicio de tal garantía no implica la prohibición expresa de que puedan establecerse diferencias.  

En efecto, el principio de igualdad constitucional no excluye el trato diferenciado, por lo tanto, la igualdad en sí concebida no se traduce en la obligación automática del legislador de asignar a todos los asociados idéntico tratamiento jurídico, porque no todos ellos se encuentran colocados dentro de similares situaciones fácticas ni en iguales condiciones personales.

4. CASO CONCRETO

Ninguna discusión ofrece la calidad de sujeto de especial protección del accionante, Carlos Mario Aswe Sánchez, menor de edad diagnosticado con “Trastorno Déficit de Atención e Hiperactividad y Trastorno de Conducta –TDAH-” para cuyo tratamiento, según la historia clínica visible a folios 6º del expediente, requiere de la ingesta del medicamento denominado “Acido Valproico”, cuya formulación está condicionada a la valoración por el especialista en siquiatría infantil.

Tampoco ofrece reparo la calidad de afiliado del menor al Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares y de Policía y la obligación del Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo”, de brindarle los servicios en salud que requiera, sin que sirva como justificación para sustraerse de la carga que legalmente le corresponde la ausencia de convenio con la red externa de prestadores de servicios, pues los trámites administrativos no pueden entorpecer la continuidad de los tratamientos médicos ni la prestación efectiva del servicio de salud
. 
Ahora, lo que es motivo de disenso por parte de la Institución Educativa accionada, es la orden inmediata de restablecimiento de la jornada completa al menor Carlos Mario Aswe Sánchez dispuesta por el juzgado de conocimiento, y en relación con la cual tiene serios reparos, no frente al cumplimiento en sí, sino respecto a la conveniencia de esta medida, dadas las condiciones actuales de salud del menor, debido a la suspensión del tratamiento psiquiátrico y farmacológico que resulta necesario para su adaptación en el sistema educativo.
Si bien la ausencia de tratamiento médico para la patología psiquiátrica que padece el actor obedece a la omisión de la entidad llamada a prestarle el servicio de salud que requiere de manera oportuna, se percibe también la inactividad de la agente oficiosa, que no obró de manera diligente, ya que el compromiso que adquirió con el Plantel Educativo, de realizar las gestiones necesaria para que el joven Carlos Mario fuera atendido por el especialista en psiquiatría y recibiera el tratamiento correspondiente data del 17 de enero de 2018, reiterado el 20 de abril de igual año, siendo la acción de tutela interpuesta solo hasta el 27 de junio de 2018.
Con todo lo anterior, al margen del querer de la madre del accionante que pretende que se regularice su jornada escolar y de la percepción del Juzgado de conocimiento que sin miramiento alguno impartió dicha orden soportado en la garantía a la educación que tienen todas las personas sin restricción alguna, es del caso señalar que el acceso a la educación no le ha sido negado al estudiante, por el contrario, la Institución ha buscado mecanismos alternativos de enseñanza tendientes a que permanezca en el sistema escolar, a pesar de la falta de atención médica y la interrupción del tratamiento que requiere para mantener niveles aceptables de comportamiento.
Lejos de ser una medida discriminatoria, la dosificación de jornada escolar tiene como fin proveer de formación académica al estudiante, en el entorno normal del aula de clase y con la interrelación social necesaria con sus compañeros de curso, pero sin la intensidad que implicaría el horario completo, ello atendiendo que tiene dificultades para mantener la atención en las diferentes actividades académicas, de acuerdo con notas del Coordinación de Convivencia Escolar en la se indica “Se realiza anotación por retirarse de la clase de educación física (Beisbol) sin ninguna razón y no querer reingresar a la misma y se ha comportado de forma indisciplinada” -fl 28-.
Por otro lado, analizando la medida desde la afectación del bien común, la misma resultaba necesaria, ya que el estudiante viene presentando un comportamiento demasiado agresivo, tal como lo indica el reporte de situación actitudinal donde se relaciona que “Se comporta agresivo en las actividades deportivas, culturales académicas y sociales” y “Participa activamente en pelitos, peleas o escándalos por fuera de la Institución” –fl 29- y en el acta de fecha 20 de abril de 2018, en la que el alumno se comprometió a “volver a pelear no molestar en clase” (sic) –fl 28, por lo que es deber de la Institución Educativa no sólo garantizar el acceso a la educación del menor, sino también el bienestar y seguridad de los demás estudiantes que comparten los mismos escenarios de formación al interior del plantel.

Y es que aun cuando la funcionaria de primer grado hace referencia a la preparación y  capacitación que deben tener los docentes y directivas de los Centros de Educación que vienen adelantado procesos de inclusión, señalando que a su cargo se encuentra el manejo adecuado de las dificultades que presentan los estudiantes con Necesidades Educativas Especiales –NEE- lo cierto es que el cumplimiento de tal labor se torna más difícil de llevar a cabo, si el estudiante que requiere determinado tratamiento médico no lo recibe y es por ello que deben tomarse medidas alternativas para permitir el acceso a la educación del menor, como lo es la dosificación de la jornada estudiantil, a la cual se llega luego de agotar todos los mecanismos pedagógicos establecidos por la Institución.  
Es por lo anterior que atendiendo que debe primar el bien común, materializado en el bienestar y la seguridad de los alumnos del Colegio Jesús María Ormaza, se dispondrá que el restablecimiento de la jornada completa al menor Carlos Mario Aswe Sánchez por parte de esa institución, se produzca una vez se inicie el tratamiento psiquiátrico que requiere e inicie la ingesta de la medicación que le sea prescrita, si es del caso.  En ese sentido, el ordinal tercero de la sentencia recurrida será modificado.
Así mismo, a pesar de no haber sido objeto de discusión, en aras de garantizar el derecho a la salud del accionante y evitar que haya de interponer nuevas acciones constitucionales, se adicionará el ordinal segundo de la misma providencia, para hacer extensiva la orden de atención al tratamiento integral que la patología “Trastorno Déficit de Atención e Hiperactividad y Trastorno de Conducta –TDAH-” requiera y para dirigir la misma al Capitán Danny Vicente Reyes Murcia, Director del Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo”
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión No 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 
RESUELVE:
PRIMERO: ADICIONAR el ORDINAL SEGUNDO de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito, el 12 de julio de 2018, el cual quedará así:

“SEGUDO: ORDENAR al LA DIRECCIÓN DE SANIDAD DEL EJERCITO NACIONAL a través del Dispensario Médico 3029 el Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo” Dirigido por el Capitán Danny Vicente Reyes Murcia, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de estas providencias, si aún no lo ha hecho, autorice y agende cita con el médico especialista en psiquiatría infantil que requiere el menor CARLOS MARIO ASWE SÁNCHEZ, tal como lo determinó el médico tratante.

En igual sentido deberá prestar los servicios médicos y asistenciales que requiera el paciente, en orden tratar el “Trastorno Déficit de Atención e Hiperactividad y Trastorno de Conducta –TDAH-” que le fue diagnosticada.” 

SEGUNDO: MODIFICAR el ORDINAL TERCERO de la providencia recurrida, respecto a que la orden de restablecimiento de la jornada completa del programa educativo especial en el que se encuentra inscrito al menor CARLOS MARIO ASWE SÁNCHEZ en  la Institución Educativa José María Ormaza, se debe generar una vez se inicie del tratamiento que sea dispuesto por el especialista en psiquiatría.
TERCERO: CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia impugnada.
CUARTO: NOTIFICAR a las partes esta decisión por el medio más idóneo.
QUINTO: REMITIR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

Notifíquese y Cúmplase.
Quienes integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES              ANA LUCIA CAICEDO CALDERON
� Decreto 1075 de 2015. Artículo 2.3.3.5.1.2.1.


� Decreto 1075 de 2015. Artículo 2.3.3.5.1.2.3.


� Decreto 1075 de 2015. Artículo 2.3.1.3.3.5.
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